TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
SECCION PRIMERA
Santa Fe de Bogotá, D.C., marzo veinte (20) de mil novecientos noventa y seis

Magistrada Ponente: DRA. OLGA INES NAVARRETE BARRERO

Expediente No. 3166
Demandante: PRICE WATERHOUSE y CO.
Nulidad y Restab1ecimiento del Derecho.
(…)

No observando causal de nulidad que pueda afectar en todo o en parte lo actuado, procede la Sala a decidir, previas siguientes
CONSIDERACIONES
Corresponde a la Sala decidir sobre la legalidad de las Resoluciones 056 de julio 30 y 0111 de octubre 22 de 1992 mediante la cuales la Junta Central de Contadores sancionó a la Sociedad PRICE WATERHOUSE Y Co. con una multa de $325.000.oo, por supuestas faltas a la ética profesional en la ejecución del contrato de revisoría fiscal de la firma GRANDICON S.A., así como del contrato de auditoria sobre libros y documentos del consorcio GRANDICON—ICEIN.
Sobre la excepción de inexistencia de la nulidad de los actos atacados, del perjuicio material y moral, la Sala observa que el planteamiento esbozado pretende desvirtuar los cargos presentados por la actora, de donde se deduce que tales argumentos no constituyen una excepción, pues los mismos corresponden al análisis de fondo que a continuación se esbozará.
Precisado lo anterior, la Sala resalta que la Ley 43 de 1990 adicionó la Lev 145 de 1960 reglamentaria de la profesión de Contador Público y en el Parágrafo 1 del Artículo 2o. establece que los Contadores Públicos y las Sociedades de Contadores Públicos quedan facultados para contratar la prestación de servicios de las actividades relacionadas con la ciencia contable.
Entre tanto el Articulo 4o. señala que las Sociedades da Contadores Públicos son personas jurídicas sujetos a la vigilancia de la Junta Central de Contadores.
El Capítulo II sobre ejercicio de la Profesión, el Capitulo Sobre Vigilancia y Dirección de la Profesión indican los órganos de la profesión, Junta Central de Contadores y el Consejo Técnico, mientras que el Capitulo IV contiene el Código de Ética Profesional, normas estas en donde no se distingue si la actividad es desempeñada por una persona natural o por una persona jurídica.
Para el análisis del caso, la Sala examina la falta castigada: GRANDICON presentó queja por infracción al literal a) del Articulo 28 de la Lev 43 de 1990 y para sustentar la queja estableció que solicitó en Junio de 1988 admisión de concordato preventivo obligatorio. En el acuerdo los acreedores presentarían una terna de firmas de Auditoria Externa para escoger el Revisor Fiscal y Estatutario. La Asamblea de Accionistas de GRANDICON escogió a PRICE WATERHOUSE Y Co. para entre otras funciones recibir y custodiar los antiguos libros y documentos contables del consorcio.
Pero al cotizar los honorarios para segunda etapa de trabajo, sólo entró a ejercer custodia de los libros, pero nunca se concretó acuerdo para auditoria externa.

Desde la fecha de designación como Revisores Fiscales (marzo de 1990), se abstuvo de practicar visita. No se adelantó ninguna actuación, tan solo se firmó las declaraciones tributarias.

En febrero de 1991 al recopilar información para emitir conceptos presentó glosas y observaciones. Dicho trabajo lo realizó faltando menos de un mes para la Asamblea mediante un informe superficial y extemporáneo.
Las razones anteriores conllevaron a que la Asamblea de Accionistas destituyera a PRICE WATERHOUSE y Co. y se reemplazara por otra firma.

Además de lo anterior GRANDICON se quejó de una posible incompatibilidad por dependencia de PRICE WATERHOUSE con ICEIN LIMITADA. PRICE conocía todos los documentos como revisora fiscal y suministró a los Abogados de ICEIN información que iba a servir para la defensa de GRANDICON.

Si se escogió dicha firma fue por iniciativa de ICEIN; en agosto de 1990 le dirigieron carta a PRICE comentando coexistencia de revisores fiscales de GRANDICON por .conflictos con ICEIN, sin que de su parte se adoptara una posición.
Además que la actora entró a ejercer funciones sin haberse convenido previamente los términos de su encargo y antes de recibir autorización de GRANDICON, por lo que se despliega falta de objetividad en el manejo de la información confidencial a ICEIN.
El día 26 de diciembre de 1990 renunció y luego el 3 de mayo de 1991 retira la renuncia y entró a ejecutar el contrato de auditoria especial sobre algunos documentos del consorcio GRANDICON ICEIN sin la aprobación de uno de los consorciados; parte de la ejecución se hizo en vigencia de la Ley 43 de 1990.

Al efecto la resolución 056 de 1992 hace relación a tres contratos diferentes:
1.- Revisoría Fiscal: solo comenzó a ejecutarse cuando faltaba un mes para Asamblea y el único informe fu presentado dos días antes de la Asamblea 
Del mismo se desprende incompatibilidad por la relación de dependencia con la firma ICEIN LIMITADA

2.- La Auditoría Externa del Consorcio GRANDICON ICEIN nunca fue ejecutado.
Respecto a este hay comunicaciones sobre la inconveniencia de desempeñar doble rol; se acusó de falta de objetividad y se recalca que el encargo fue reasumido después de la renuncia.
3.- Auditoría Especial: fue contratado exclusivamente por uno de 1os consorciados sin el consentimiento de 1a otra, quien en diferentes oportunidades reiteró su rechazo.

De lo anterior se desprende que la modalidad nueva y sui generis del ejercicio de la profesión contable por parte de personas jurídicas debe estar sometida a inspección y vigilancia. Si el objeto social de las Sociedades de Contadores es la prestación de servicios propios, es lógico  que la actividad esté sujeta al estatuto que rige el ejercicio de la profesión.
Tiene en cuenta la Sala que la persona jurídica es la que expresa aceptación del encargo y no los socios individualmente considerados o los contadores contratados al efecto.
La sanción en el presente caso lo fue por infracción al Artículo 42 y 50 de la Ley 43 de 1990.
Con base en los reclamos por mezclar la auditoría externa y el encargo especial, en cuanto a la Auditoria Externa jamás se iniciaron labores y luego surgió incompatibilidad que obligaba a la actora a abstenerse de intervenir en asuntos del consorcio; sin embargo confesó haber recibido de ICEIN instrucciones para hacerle llegar directamente todas las cuentas de honorarios y gastos en que incurriera PRICE y ICEIN se comprometió a pagarlos.
Con la conducta descrita violó los principios de integridad, confidencialidad y ética que deben alumbrar el ejercicio de la Contaduría.
Según el Artículo 42 cuando el servicio interfiera el libre y correcto ejercicio, debe evitarlo.
Tal como lo dispone el Artículo 48 no puede el contador prestar servicios profesionales como asesor o contratista cuando previamente haya auditado en condición de Revisor Fiscal.
El Artículo 49 prohíbe el recibo de dineros cuando se pueda comprometer la equidad.
El Artículo 50 establece que no puede ser auditor o revisor cuando existan vínculos que puedan restar independencia objetividad a la tarea.
El acto demandado describe las posibles irregularidades en la prestación de los servicios profesionales originados en el incumplimiento del encargo hecho por medio contrato de auditoria externa celebrado con Consorcio GRANDICON —ICEIN y del contrato de Revisoría Fiscal celebrado con GRANDICON, el cual pudo celebrarse en condiciones que restan independencia y objetividad, pues no presentó informes ni pruebas de la labor.
De todo lo anterior, se desprende, a juicio de la Sala, que conductas atribuidas a la accionante en manera alguna resultan predicables con exclusividad respecto de una persona natural, pues en síntesis se debieron a la firma y manera de ejecutar un contrato, cuando la normatividad que rige el ejercicio de la profesión de contador apuntaba que dicho contrato no se celebrase por encontrarse la actora afectada de una causal de incompatibilidad que además restaba independencia y transparencia en su actuar y de otro lado a que el compromiso adquirido hubiese sido cumplido de manera eficiente y no en la forma que generó el reclamo que culminó con la expedición de la Resolución de sanción por parte de la Junta Central de Contadores.
Si bien es cierto que un análisis de fondo de las normas que tipifican las conductas reprochables en el ejercicio de la profesión de Contador (Ley 43 de 1990) bien pudiera llevar a una clasificación de conductas atribuibles solo al ser humano que ejecuta tal función para de contera concluir que no podrían ser ejecutadas por la persona jurídica autorizada por la Ley para la prestación de servicios de actividades relacionadas con la ciencia contable, no es menos cierto que de la descripción que se ha hecho en aparte antecedente de esta providencia, las faltas que fueron objeto de censura por parte de la Junta Central de Contadores se generaron, como se anotó, de la suscripción y ejecución de los tres contratos especificados, contratos éstos celebrados por la persona jurídica -PRICE WATERHOUSE Y CO – en su calidad de tal, firma en quien recaía causal de incompatibi1idad y no en sus dependientes.

Sostener lo contrario sería dejar por fuera del estatuto que rige el ejercicio de la Contaduría las actividades y servicios relacionados con esta ciencia, cuando sean prestados por una persona jurídica de los autorizados en el artículo 1o Ley 43 de 1990.
Finalmente tiene en cuenta la Sala que Junta Central de Contadores mediante el acto acusado, además ordenó abrir investigación contra algunos de los contadores de la firma actora, individualmente considerados, entre ellos a Carlos Hernán Fernández Díaz y Wilfrido Enrique Thalliens Sandoval.

Esbozado lo anterior, se negarán las pretensiones de a demanda.
En mérito de lo expuesto EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION PRIMERA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la  Ley

FALLA: 

1.- Se abstiene de pronunciarse sobre la excepción planteada.

2.- Deniéganse las pretensiones de la demanda.
3.- No se condena en costas por no haberse demostrado su causación.

(Discutido y aprobado en sesión de febrero 29 de 1996, Acta No 020)

COPIESE, NOTIFIOUESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE. 

OLGA INES NAVARRETE BARRERO 
Magistrada 
BEATRIZ MARTINEZ QUINTERO

Magistrada

DARlO QUIÑONES PINILLA
Magistrado

ERNESTO CANTOR REY

Magistrado
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Magistrado 
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